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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 080/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE INGRESOS DE LA TESORERÍA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiocho de octubre de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 080/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el nueve de febrero de dos mil veintidós, **********, compareció por derecho propio a demandar del Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, la nulidad de la determinación del oficio y/ o documento determinante identificado con números de crédito fiscal 0001000-20212024 así como del acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El once de febrero de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:00 diez horas del dieciocho de mayo de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda, se dio cuenta que la actora no hizo uso del derecho de ampliación de demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ambas partes no formularon alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y III, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa al fincamiento de un crédito fiscal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Como bien fue precisado en el proveído de once de febrero de dos mil veintidós, el acto materia de impugnación lo constituyen la determinación del oficio y/ o documento determinante identificado con números de crédito fiscal 0001000-20212024 así como del acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024, mismos cuya existencia queda evidenciada con las documentales que fueron exhibidas por la parte enjuiciada, visibles en fojas de la 13 a 19 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a **********, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que de la resolución dictada el dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno, contenida en la determinación de crédito fiscal 000100-20212024 DI, se desprende que la misma se encuentra a nombre del inconforme por lo que es innegable que cuenta con el derecho para impugnarlo.

En cuanto a la autoridad demandada, compareció el licenciado Luis Manuel Martínez Camacho, en su carácter de Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí; por lo que para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento, el cual obra agregado a foja 12 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Sala advierte que por lo que hace al diverso acto impugnado consistente en el acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024, se actualiza el sobreseimiento de la misma, ello en atención a que al producir su contestación de demanda, la enjuiciada señala haber dejado sin efectos dicho acto, al amparo de la determinación de cuatro de marzo de dos mil veintidós que acompaña.

En principio conviene señalar que de conformidad con lo previsto en el artículo 229, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede sobreseer en el juicio contencioso administrativo cuando la autoridad deja sin efecto la resolución o actos impugnados, siempre que con ello se satisfaga la pretensión del demandante.
 

Bajo el tenor del numeral en estudio, se requieren dos presupuestos para que opere el sobreseimiento por la causa analizada, a saber:

a) Que se deje sin efecto la resolución o acto impugnado, 

b) Que la determinación satisfaga la pretensión del demandante (lo cual implica que la cesación de efectos debe ser liso y llano).

Ahora, por lo que atañe al caso en lid, tenemos que uno de los actos controvertidos lo es el acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024, acto que es visible en autos conforme a la documental que obra a fojas 14 y 15, de cuya valoración se obtiene que el Notificador Ejecutor dependiente de la Dirección de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, levantó acta de notificación de determinación de crédito fiscal, con lo que se enteró al aquí actor de la existencia del indicado  crédito fiscal que hoy igualmente controvierte.

Empero, el acta anterior fue dejada sin efectos por la autoridad administrativa Director de Ingresos de la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí, asistido por el Subdirector de Ingresos de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, quienes determinaron en el punto resolutivo segundo de la resolución de cuatro de marzo de dos mil veintidós, lo siguiente: “Se deja sin efectos la ilegal notificación  de fecha 16 de diciembre del 2021 realizada por el C. José Salvador Cobos Tiscareño, respecto al crédito fiscal número 000100-20212024DI respecto del inmueble ubicado en Avenida Salvador Nava Martínez **********, colonia **********, registrado a nombre del **********, con clave catastral número **********, en base a los razonamientos vertidos en los considerandos 1,2 3 y 4 del capítulo respectivo.

Como vemos de la reproducción anterior, tenemos que el primero de los extremos que exige el numeral 229, en su fracción IV, del Código Procesal Administrativo se satisface a cabalidad, pues la autoridad demandada ha dejado sin efecto legal alguno el acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024, por lo que la misma ha dejado de producir efectos a la vida jurídica.
Ahora, por lo que hace al segundo de los extremos a que alude el numeral en estudio, debe decirse que la determinación de dejar sin efectos el acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024 contenida en la resolución de cuatro de marzo de dos mil veintidós si satisface la pretensión del accionante, dado que acudió ante la potestad de este Tribunal a solicitar la nulidad de dicho acto controvertido, del que inclusive negaba el conocimiento del mismo y su notificación, por lo que si éste acto ha dejado se producir los efectos jurídicos (lesivos a los intereses del actor) es evidente que se actualiza la causa de sobreseimiento que se alude, por lo que es procedente determinar el sobreseimiento parcial del acto consistente en el acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con los créditos 0001000-20212024.

En otro orden, del estudio oficioso de las causales de improcedencia, se advierte que en la especie se actualiza la causal prevista en el numeral 228, fracción XI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo previsto en el artículo 233, fracción VIII de la dicha codificación, ello porque del estudio integral al escrito inicial de demanda se desprende que el accionante no realizó especial formulación de conceptos de impugnación.

En efecto, de la relatoría contenida en el capítulo de hechos, el accionante precisó que sabía de la existencia de los actos impugnados pero que los mismos no le habían sido notificados legalmente, por lo que negó lisa y llanamente tener conocimiento de los mismos, según los términos del artículo 236, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado en relación con el diverso numeral 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por lo que hizo reserva especial de formular conceptos de impugnación hasta que una vez le fuera dado a conocer el acto impugnado y su notificación.
Sin embargo, las manifestaciones antes referidas no pueden tenerse por expresiones que permitan a esta Sala arribar a una determinación de invalidez de los actos impugnados, dado que solo se trata de la reserva que hizo el actor tocante a su derecho de ampliar la demanda negando conocer los actos impugnados; por lo que si en dicho concepto solo se ocupa de negar la existencia de las resoluciones controvertidas, sin que de tales expresiones se vierta algún motivo de disenso o agravio, es de determinarse que tales consideraciones devienen inoperantes por inatendibles por no constituir propiamente un agravio.

Para arribar a la anterior determinación debemos traer a cuenta el contenido de los numerales 236, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado, lo que precisan:

“ARTÍCULO 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

…

II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.

En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda,…”

Resaltado es propio

Como puede verse de los trasuntos, se desprende con meridiana claridad que en el caso de que un enjuiciante alegue que el acto o la resolución administrativa no le fue notificada o que lo fue ilegalmente, o  manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución, caso en el cual al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda.

Ahora bien, en el caso tenemos que conforme al escrito inicial de demanda, el actor vino al presente juicio contencioso administrativo a demandar la nulidad del acta de requerimiento de pago y Mandamiento de Ejecución relacionada con el crédito fiscal 0001000-20212024, de las cuales solo manifestó tener conocimiento y negó lisa y llanamente su notificación, situación que en los términos de lo relatado por el numeral 236, fracción II, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo del Estado, conminaba al actor a que formulara la ampliación de demanda y vertiera los conceptos de impugnación correspondientes.

Pues bien, contestada la demanda por la enjuiciada se aportaron el oficio de dieciocho de noviembre de dos mi veintiuno, mediante el cual se determinó el crédito fiscal con número 000100-20212024DI, (visibles a foja 13 de autos) así como el acta de notificación de dicha determinación crediticia, la cual es visible a fojas 14 y 15 de autos, y finalmente una resolución de cuatro de marzo de dos mil veintidós, por la que se dejó sin efecto únicamente el acta de notificación del crédito fiscal, realizada el dieciséis de diciembre de dos mil veintiuno, sin que se dejara sin efecto la determinación de crédito fiscal, de la que se ordenó nuevamente su notificación.

Ahora, los actos anteriores se dieron a conocer al actor para los efectos ordenados por el numeral 236, fracción II, segundo párrafo y 237, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado a fin de que produjera su ampliación de demanda, (véase auto de diez de marzo de dos mil veintidós, foja 20 frente y vuelta) lo cual se le hizo del conocimiento mediante notificación efectuada el veintinueve de marzo de dos mil veintidós.

Empero, habiendo transcurrido el plazo de diez días para que el actor formulara la ampliación de demanda, por acuerdo de veinte de abril de dos mil veintidós se le tuvo por precluido dicho derecho, es decir, no hubo pronunciamiento por parte del actor en contra de las consideraciones vertidas en la determinación crediticia. (véanse fojas 29 frente y vuelta.

En ese tenor, y dado que los actos de autoridad gozan de la presunción de legalidad
 y que en el caso de que los accionantes nieguen lisa y llanamente la existencia de los mismos, corresponderá a las autoridades probar su existencia, lo que en el caso aconteció, pues la enjuiciada acreditó la existencia de los actos que le eran atribuidos, empero, como se ha dicho, el acto de autoridad goza de presunción de legalidad en términos de lo dispuesto por los artículos 168 y 248, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para Estado de San Luis Potosí, misma que debe ser destruida por los demandantes a través de la expresión de los motivos de inconformidad o disenso, los que en el caso no se expresaron, por lo que dicho acontecer no permite juzgar sobre la legalidad de los actos impugnados al no tener un parámetro de análisis como lo son la existencia de conceptos de impugnación, lo cual determina la improcedencia del presente juicio, de conformidad con la fracción XI del artículo 228
, en relación al artículo 233, fracción VII
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y con apoyo en el artículo 229, fracción II, de dicha codificación adjetiva, debiéndose sobreseer en el presente juicio.

Cobra aplicación con el tema tratado, el siguiente criterio jurisprudencial que enseguida se transcribe:
“CONCEPTOS DE VIOLACION EN DEMANDAS DE AMPARO INDIRECTO, CUANDO NO EXISTEN DEBE SOBRESEERSE EN EL JUICIO Y NO NEGAR EL AMPARO. Si se omite en la demanda de amparo expresar los conceptos de violación, o sólo se combate el acto reclamado diciendo que es incorrecto, infundado, inmotivado, o utilizando otras expresiones semejantes, pero sin razonar por qué se considera así, tales afirmaciones tan generales e imprecisas, no constituyen la expresión de conceptos de violación requerida por la fracción V del artículo 116 de la Ley de Amparo, y el Juez de Distrito, salvo el caso de suplencia de la queja deficiente, no puede juzgar sobre la constitucionalidad de los actos reclamados sin la existencia de conceptos de violación, lo cual determina la improcedencia del juicio, de conformidad con la fracción XVIII del artículo 73, en relación al artículo 116, fracción V, de la Ley de Amparo, y con apoyo en el artículo 74, fracción III, de dicha ley, debiéndose sobreseer en el juicio y no negar el amparo.”

En esa tesitura, al no existir motivos de disenso planteados por la parte actora en contra de la resolución que determinó el crédito fiscal con número 000100-20212024DI, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en la fracción XI del artículo 228, en relación al artículo 233, fracción VII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en el diverso artículo 229, fracción II del ya citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE SOBRESEE en el presente juicio.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se SOBRESEE en el presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Quinto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� “ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio: …, …, …, IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante; …”


� “ARTÍCULO 45.- Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo,  dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos, que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”


� “ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: (…) XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.


…”


� “ARTÍCULO 233. El escrito de demanda deberá contener: (…) VIII. La expresión de los conceptos de impugnación, y…”
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